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PRÓLOGO


En 1613, doña Lorenzana de Acereto, esposa del escribano real de Cartagena de Indias, fue condenada por hechicería y superstición. Su nombre apareció el año siguiente en la relación del primer auto de fe que se llevó a cabo en esa ciudad portuaria, cuatro años después del establecimiento del Tribunal del Santo Oficio en la localidad, en 1610. A todas luces, doña Lorenzana, una criolla de 27 años, perteneciente a la élite cartagenera y madre de cuatro hijos, encajaba en el paradigma de la mujer virtuosa. No obstante, fue acusada no solo de realizar hechizos, suertes, oraciones, sino además de intentar asesinar en varias ocasiones a su esposo, Andrés del Campo, y de tener como amante al sargento mayor Francisco de Santander. Su sentencia incluyó oír misa en la capilla del Santo Oficio vestida como penitente, una pena pecuniaria de 4000 ducados, y el destierro de la ciudad por dos años. A pesar de su absolución final, producto de una apelación posterior, estos cargos, la minuciosidad de su proceso y su sentencia inicial, atestiguan la compleja irrupción del recién establecido Tribunal en la cotidianidad cartagenera a comienzos del siglo XVII y el despliegue de un poder inquisitorial ansioso por establecerse como autoridad.


Otras cinco mujeres fueron procesadas por hechicería entre el establecimiento del Tribunal inquisitorial y el primer auto de fe de 1614. Sin embargo, es solo el de Acereto el que sobrevive completo. Los únicos rastros de los de las otras mujeres se hallan hoy en la información consignada en las relaciones de causa que el Tribunal cartagenero envió posteriormente al Consejo de la Suprema Inquisición en la metrópolis. Los documentos de sus procesos cayeron, junto a los archivos del tribunal cartagenero, ante los embates de la naturaleza —la humedad, las polillas, el comején— y aquellos pertenecientes al dominio de lo social—ataques de corsarios, situaciones políticas y agendas e intereses personales—.1 Si el de Acereto no sufrió la misma suerte, se debió a un aparente error de catalogación, el cual terminó traspapelándolo, intencionalmente o no, entre legajos a los cuales no pertenecía. Este error, además, camufló lo heterodoxo de las prácticas de Acereto, y, por consecuencia, protegió su honor y el de su familia de posibles secuelas. La preservación material de este proceso permite observar de cerca tanto al Santo Oficio en su momento de adaptación, como sus intentos iniciales de vigilar y disciplinar un territorio colonial que a duras penas conocían. Al mismo tiempo, estos documentos revelan a una mujer y a una sociedad que intentaron navegar las repercusiones de la llegada de una institución que buscaba cambiar la forma de vida que hasta entonces había caracterizado aquel puerto caribeño.


La información que ofrece el caso de doña Lorenzana de Acereto —106 folios verso y reverso— establece un marcado contraste en términos de volumen con la que se encuentra en las relaciones de causa de los otros cinco casos de mujeres procesadas por hechicería. Al ser un resumen sucinto de las acusaciones, defensa y sentencia de las reas, las relaciones de causa se limitan a esbozar, bajo disposiciones metropolitanas, los perfiles hechiceriles de María Ramírez, Francisca Mejía, Isabel Noble, doña Isabel de Carvajal, doña Ana María de Olarriaga y doña Lorenzana de Acereto.2 A pesar de esta brevedad, las relaciones de causa permiten observar los lineamientos del sistema coactivo utilizado por los inquisidores durante los primeros años de asentamiento en Cartagena. Además, servirán como punto de partida para contrastar las dinámicas sociales, económicas y espaciales en la ciudad portuaria y sus alrededores a inicios del siglo XVII, que se registran más ampliamente en el caso de Acereto.3


Si bien las relaciones de causa reducen a las acusadas al momento de encuentro con la Inquisición, el proceso de Acereto, compuesto por declaraciones de la acusada y de una decena de testigos, visibiliza algunas circunstancias de los involucrados y, por lo tanto, el radio de acción y movilidad de los sujetos en el ámbito colonial cartagenero —más específicamente de los sujetos femeninos—. Asimismo, las múltiples ocasiones en las que se obtiene información de Acereto a través de su proceso inquisitorial permiten ver las tensiones de las dinámicas de construcción y reconstrucción de su imagen a través de las afirmaciones de sus testigos y de sus propias confesiones antes y después de ser apresada por las autoridades inquisitoriales. Es decir, que por medio del caso de Acereto se obtiene un panorama de las interacciones entre habitantes e instituciones en Cartagena desde 1606, cuando Acereto confesó sus prácticas no ortodoxas ante el provisor don Bernardino de Almansa, hasta 1614, año en el que Del Campo apeló la sentencia de Acereto y obtuvo su absolución, y se celebró el primer auto de fe. Como resultado, el proceso ofrece un vistazo a la historia social, política, e institucional de Cartagena durante un periodo de tensión que vendría a caracterizar la ciudad.


Al día de hoy, los estudios sobre los primeros casos de mujeres procesadas por hechicería del siglo XVII en Cartagena se ven limitados por la poca información disponible a la que se tiene acceso como resultado de las restricciones archivísticas de documentos coloniales de Cartagena. En los archivos eclesiásticos y civiles del Archivo General de la Nación en Bogotá y en el Archivo General de Indias es posible encontrar algunos registros anteriores a la segunda mitad del siglo XIX, así como las causas seculares que fueron tramitadas en Santafé de Bogotá. Mientras que la documentación inquisitorial enviada a la Suprema durante los siglos XVI a XVIII se encuentra mayoritariamente en el Archivo Histórico Nacional de Madrid (Ceballos, “Quyen tal haze” 34-37 y “Ante las llamas” 122-123; Germeten 8-9). Frente a las restricciones documentales, el repositorio de la Inquisición, aunque limitado y fragmentario, ofrece una aproximación a la vida colonial que no se encuentra en otras fuentes (Greenleaf 1). A pesar de las preguntas y los vacíos que muchas veces deja este archivo, también proporciona una oportunidad para estudiar los roles de sujetos marginales, aunque sea indirectamente, por la naturaleza de los registros inquisitoriales. Además, permite realizar una lectura que reconoce y cuestiona los silencios, las márgenes y fórmulas de los documentos (Farge, “Una marmita” 59; Perry, “Finding Fátima” 152-153).4 Algunos de estos interrogantes pueden ser resueltos por medio de una aproximación transatlántica, a la hora de identificar las continuidades y las discontinuidades tanto en un área específica como sobre un sujeto en particular (Brosseder 9).


A diferencia de la bibliografía existente, que ante la ya referida dificultad archivística se ha dirigido sobre todo a los procesos posteriores de brujería, este libro parte del caso de Acereto junto a otros archivos inquisitoriales y conventuales para rastrear los medios de operación del Tribunal y su proceso de ajuste al contexto colonial cartagenero. De este modo, se hace posible examinar las diferencias entre la ley y la práctica de un Tribunal inquisitorial que se estaba ajustando a las circunstancias americanas. Dicho de otra manera, Tráfico de saberes se escribe desde la interdisciplinariedad que requiere una lectura a contrapelo de los documentos inquisitoriales. Esta aproximación combina herramientas analíticas literarias y teóricas sobre agencia y espacio que permiten abordar los archivos desde perspectivas que contemplan tanto los elementos formales del lenguaje legal, como las narraciones ficticias desde los que emergen los sujetos que habitan los archivos (Davis 3-6, 17-18, 43-48; Tozzi 86). Por lo tanto, es a partir de un análisis de los distintos recursos retóricos utilizados por los reos, sus testigos y las autoridades, que se puede trazar el funcionamiento de las relaciones sociales que posibilitaron los intercambios de materiales y saberes que el Santo Oficio intentó extinguir.


Este tipo de lectura recurre a la microhistoria como metodología, apoyándose en el contexto local y en la cotidianidad cartagenera que hacen visibles los distintos panoramas que ofrecen la geografía y demografía del territorio colonial que resultaron desconocidos para los primeros inquisidores.5 Como resultado, los capítulos siguientes abordan las maneras en las que el proceso inquisitorial de Acereto crea un espacio textual en el que se observa de qué maneras las mujeres como ella cumplían con la ortodoxia católica mientras que continuaban recurriendo a prácticas preexistentes, que el recién llegado Tribunal del Santo Oficio catalogaba como heréticas o como amenazas para la ortodoxia católica.


Desde esta manera de abordar los archivos, se hace posible evaluar a sujetos como Acereto desde la lupa de los registros inquisitoriales, teniendo en cuenta no solo las prerrogativas del aparato burocrático de los procesos, sino también las construcciones discursivas que hicieron parte de las múltiples versiones de Acereto que ella misma, los testigos y las autoridades produjeron a lo largo del proceso. Así, aunque se parte del registro documental, los datos no se han tomado en este análisis como hechos que vienen dados y que resultan unívocos por estar almacenados en el archivo. Por el contrario, el caso se lee en etapas y página a página cuestionando y contrastando la información registrada para dar cuenta de las fisuras, convergencias y múltiples voces que lo componen (Premo 34). Así, al tener en cuenta los elementos que configuraron la cotidianidad de Acereto, como las redes sociales a las que perteneció, los espacios físicos y geográficos en los que se movió y los recursos retóricos a los que apeló, es posible realizar una aproximación a su despliegue agencial, a pesar de las condiciones coactivas y fragmentarias de los registros inquisitoriales.


A través del análisis de documentos inquisitoriales y conventuales basados en el caso de Acereto, este libro aborda las creencias y las prácticas de la hechicería y su persecución como punto de entrada para teorizar y redefinir la agencia de las mujeres criollas de élite durante los años de asentamiento del Tribunal de la Inquisición en Cartagena de Indias a inicios del siglo XVII. La concepción de agencia que aquí se utiliza se centra, a grandes rasgos, en la capacidad de actuar o hablar de un sujeto en un contexto determinado para cambiar el curso de los eventos o modificar las actitudes o intenciones de otros (Zamora 191). Este tipo de agencia da cuenta de las maneras en que un sujeto habita, experimenta y representa las normas en una circunstancia determinada. Como resultado, esta concepción de agencia incluye tanto las acciones cotidianas como las interacciones de un sujeto con los marcos sociales e institucionales (Mahmood 14, 22).


Bajo esta perspectiva, los registros oficiales en los que se basa Tráfico de saberes hacen parte del archivo colonial que funcionó como lugar de enunciación desde donde las mujeres dejaron sus rastros y negociaron su agencia, a través de su propia mano, o de la de intermediarios civiles o eclesiásticos (Díaz y Quispe Agnoli 5-8). Este marco teórico hará posible un acercamiento a las maneras en las que Acereto participó en redes sociales en las que los delegados se encargaban de conseguir los ingredientes y saberes requeridos para realizar prácticas catalogadas como magia amorosa y superstición. Además, permitirá observar la forma en la que Acereto promovía alianzas para adquirir información acerca del funcionamiento de los procesos inquisitoriales e influir las declaraciones de algunos de sus testigos. Solo desde esta reconceptualización es posible comprender la insistencia inquisitorial en documentar no solo las acciones de Acereto sino su alcance e influencia social. Esta aproximación también muestra la manera en la que este proceso ofrece algunas claves para responder la pregunta sobre “¿cómo las mujeres contribuyen a reproducir su propia dominación y cómo la resisten o subvierten?”—la cual resulta central para la discusión contemporánea sobre agencia femenina en contextos coactivos (Mahmood, 6). 6


Los capítulos que siguen tienen como eje los distintos espacios geográficos y físicos, y los tráficos de bienes y saberes a través de los cuales se manifiesta la agencia de Acereto antes, durante y después de sus encuentros con el Tribunal inquisitorial. En el capítulo introductorio, establezco el contexto de la llegada del Santo Oficio a Cartagena y las maneras en las que los primeros inquisidores se aproximaron a las diferencias entre la ley y la práctica de la hechicería por medio de un análisis de las relaciones de causa de las seis mujeres procesadas por este delito entre 1610 y1614. El segundo capítulo se centra en la estadía de Acereto en el convento de las carmelitas descalzas en Cartagena, meses antes de ser encarcelada por las autoridades inquisitoriales. A partir de los usos estratégicos que Acereto le dio al espacio conventual como refugio, examino su agencia bajo condiciones coactivas, enmarcada en el papel social, religioso y político que este convento jugó en Cartagena a inicios del siglo XVII. El tercer y cuarto capítulo dan cuenta de la agencia de Acereto en contextos cotidianos antes de la llegada del Santo Oficio a Cartagena. Más específicamente, partiendo de la relevancia portuaria de Cartagena como uno de los enclaves principales del comercio oficial y del contrabando entre la metrópolis, el Caribe y la Nueva Granada, en el tercer capítulo, exploro la economía de la hechicería que surge de la circulación encubierta de palabras, objetos y rituales inscrita en las prácticas heterodoxas, que se hacen visibles en una lectura a contrapelo de las declaraciones de Acereto y sus testigos. En el cuarto capítulo, trazo las cartografías de la hechicería que surgen de la identificación de los diferentes roles y transformaciones de los espacios geográficos y arquitectónicos donde se llevaron a cabo las prácticas heterodoxas que tanto Acereto como sus testigos mencionaron frente a las autoridades inquisitoriales. En el último capítulo, evalúo la agencia de Acereto a partir de las tácticas corporales y discursivas a las que recurrió durante su permanencia en las cárceles inquisitoriales. Además, en ese capítulo, cuestiono las decisiones inquisitoriales de la sentencia inicial de Acereto y la contrasto con los argumentos que fueron utilizados para revertir el veredicto de los inquisidores. El epílogo cierra el libro mediante una exploración de los ecos de Acereto en el imaginario cultural de la Cartagena del siglo XX.





1. Uno de los eventos más nocivos para la preservación del material archivístico fue la destrucción de la ciudad cuando fue invadida por el barón de Pointis en 1697 (Marco Dorta 99-111; Maya Restrepo, Brujería 511; Lane 51; Germeten 7-8).


2. Durante la segunda parte del siglo XVII las cortes en la península debían enviar relaciones de causa a la Suprema (Pérez 172). Los Tribunales de las Américas tuvieron que hacerlo también durante el siglo XVII. Para una explicación de la organización y funcionamiento del Consejo de la Suprema Inquisición, más conocida como la Suprema, ver Francisco Bethencourt (94-99).


3. De acuerdo con Michel Foucault, a través de la colisión con el poder los sujetos se hacen visibles para las autoridades, debido a sus acciones execrables y la necesidad de castigarlas (La vida 127-130).


4. Para una discusión sobre las maneras de abordar el archivo en el contexto colonial latinoamericano ver González Echevarría (1990), Kathryn Burns (2010); María Elena Martínez (2008 y 2014); Zeb Tortorici (2014); Valeria Añón (2016), Rocío Quispe-Agnoli (2016); Bianca Premo (2017), entre otros.


5. Entre los ejemplos más relevantes de los estudios que utilizan una metodología micro-histórica se encuentran: Carlo Ginzburg (1980); Natalie Z. Davis (1987); Arlette Farge (2008); Sigurdur Gylfi Magnússon (2003); Sigurður Gylfi Magnússon y István M. Szíjártó (2013).


6. Para una discusión sobre el tipo de agencia que se apoya en la diferencia sexual como punto de partida para redefinir y revalorar el sujeto femenino desde una perspectiva feminista ver Lila Abu-Lughod (1990), Marilyn Friedman (1997), Saba Mahmood (2006), Anna Korteweg (2008), Wendy Laura Belcher (2009), entre otros. Consultar Mary C. Erler y Maryanne Kowalesky (2003), Deborah Simonton y Anne Monetach (2013), Nadine Akkerman y Birgit Houben (2014), Nuria Silleras-Fernández (2015), Mónica Díaz y Rocío Quispe-Agnoli (2017), entre otros, para observar diferentes expresiones de agencia femenina en la modernidad temprana.




CAPÍTULO 1


CALCOS INSTITUCIONALES: INQUISICIÓN, NEGOCIACIÓN Y HECHICERÍA EN CARTAGENA DE INDIAS


Después de un largo viaje de casi tres meses, iniciado el mes de junio de 1610, los inquisidores, don Pedro Mathe de Salcedo y don Juan de Mañozca y Zamora, llegaron a Cartagena de Indias el 21 de septiembre de ese año.1 El primero permaneció en la ciudad portuaria hasta su muerte en 1621 y el segundo, hasta 1623. Como lo había requerido el rey Felipe III al gobernador de Cartagena, don Diego de Velasco, en sus cartas y real cédula del 25 de febrero de 1610, se les dio la bienvenida a los nuevos inquisidores con salvas de artillería.2 Fueron ubicados en el convento de San Francisco, antes de ser trasladados a lo que serían los primeros aposentos del Santo Oficio, las casas ubicadas en una esquina de la plaza principal. Por orden del monarca, el día que se les hiciera la fiesta, el obispo debía acompañar a Salcedo y el gobernador a Mañozca (Urueta 143-145). Con este recibimiento, se alinearían todos los poderes de la ciudad para darle visibilidad a los inquisidores y reconocer su presencia y jurisdicción. Sin embargo, las rencillas entre estos funcionarios, miembros de las órdenes religiosas y demás personas principales de la ciudad no se hicieron esperar.


Una vez instalados Salcedo y Mañozca, comenzó a operar la tercera sede americana del Santo Oficio en Cartagena. Ya, desde el establecimiento de los tribunales inquisitoriales en Lima y México en 1571, y debido a la expansión geográfica y a los intereses políticos y económicos de la Corona, la vigilancia y el control social fueron intensificándose en el Caribe y en los territorios del norte de América del Sur. El asentamiento de estos tres tribunales ejemplificó un proyecto expansionista imperial que buscó reglamentar los territorios y sus habitantes de acuerdo con la norma metropolitana y así castigar y excluir a aquellos que no encajaran en estos parámetros. No obstante, este proyecto acarreó un desajuste entre el modelo inquisitorial y su reproducción o calco colonial. Este desajuste minó, en cierto modo, los mecanismos de control –logísticos y retóricos– utilizados para preservar el sistema inquisitorial español (Cascardi 234-235).


La pretensión de la reproducción fidedigna de los modelos españoles implicó un calco que, por obedecer a las necesidades coloniales, intensificaba la distancia inherente de su original. El verbo latino calcare y el castellano calçar suponen la existencia de una prótesis que, mientras protege aquello que resguarda, imprime una huella sobre la superficie que pisa, holla o recorre (Covarrubias Letra C fol.174). Es decir que, en el Tribunal inquisitorial en Cartagena, de manera paralela al mexicano y al limeño, se pretendió imprimir la impronta institucional metropolitana, pero que por las diferencias geográficas y demográficas, el calco se desdibujó para subsistirla. En esta medida, la cotidianidad colonial al verse interceptada por el Tribunal inquisitorial manifestó inevitablemente una dinámica de desacato, la cual no desechaba las estructuras y formalidades metropolitanas, sino que en su práctica las modificaba y se las reapropiaba según fueran las necesidades. En el ámbito inquisitorial, el calco, por un lado, conservó la estructura institucional y las jerarquías de sus funcionarios, como quedaba establecido en la Recopilación de las leyes de Indias, que requerían que las leyes de Indias reflejaran lo máximo posible las metropolitanas (Libro II, Título ii, Ley 13). Por otro lado, requería medidas represivas diferentes, ya que ante la variedad y novedad de personas, de entornos y de comportamientos sociales, se generaban casos no tipificados por la jurisprudencia precedente.


Para comprender mejor la manera en que estos calcos se dieron en el Tribunal inquisitorial cartagenero, este capítulo iniciará con la contextualización de la llegada del Santo Oficio a la ciudad portuaria. Luego, se examinarán las maneras en las que los primeros inquisidores abordaron las diferencias entre los parámetros metropolitanos para juzgar delitos de hechicería y su práctica en Cartagena a través de un análisis de las relaciones de causa de las seis mujeres procesadas por este delito en los primeros años de funcionamiento del Tribunal (1610-1614). Los ajustes del modelo inquisitorial metropolitano se pueden observar a través de los interrogatorios que sirvieron como fuente de información sobre la nueva jurisdicción. Es decir que en el espacio colonial, los tribunales inquisitoriales se enfrentaron a una alteridad desconocida en términos demográficos y geográficos que implicó reajustar los mecanismos de control inquisitorial.


Dos intentos fueron necesarios para que el establecimiento del Santo Oficio en Cartagena de Indias fuera posible. La primera petición la hizo el virrey de la Nueva Granada, Francisco Toledo, en 1576, fue desoída por Felipe II tras haber consultado con el inquisidor del Tribunal limeño, Antonio Ordóñez. La desatención de esta primera petición se debió presumiblemente a que, a pesar de alegar razones de distancia e incremento de herejes en la región portuaria de Cartagena, solicitó un tribunal conformado por dos oidores y el obispo, excluyendo la presencia de un inquisidor (Splendiani 1:108). La segunda petición la hizo el mismo Ordoñez, casi tres décadas más tarde, arguyendo las mismas razones que Toledo, pero incluyendo la participación de los inquisidores. Esta solicitud fue autorizada por el rey y el Consejo de la Suprema Corte de la Inquisición de Madrid en 1600 (Medina 142; Splendiani 1:108). Tras la aprobación de la segunda petición, el Tribunal cartagenero surgió como respuesta para solucionar y prevenir problemas de orden social y religioso, en el vasto territorio del virreinato de la Nueva Granada, las islas de Barlovento y las provincias que dependían de Santo Domingo, que hasta ese momento no había sido estrictamente vigilado en materia inquisitorial.


El incremento de esta vigilancia se observa cuantitativamente: “[d]e 1610 a 1660 los casos juzgados por el Santo Oficio contra reos presos neogranadinos fueron diez veces más que los enviados a Lima en los cuarenta años anteriores” (Splendiani 1:115).3 Esta diferencia muestra las dificultades que la distancia geográfica presuponía para la persecución de algunos delitos, de los que se encargaban tribunales locales ordinarios. Sin embargo, una vez establecido el Tribunal de la Inquisición en la ciudad portuaria neogranadina, se dio una centralización de la jurisdicción inquisitorial que se encargó de controlar también las prácticas hechiceriles y supersticiosas en el territorio colonial cartagenero. El objetivo inquisitorial primordial fue identificar, castigar y erradicar la herejía para implantar una unidad política y religiosa en el nuevo territorio.4 Si bien la preocupación por mantener la limpieza de sangre, que se manifestó en la península a través de la persecución contra judíos o musulmanes conversos y se estipuló en el edicto de fe cartagenero, las realidades demográficas, geográficas, religiosas y económicas de la nueva sede del Tribunal implicaron un cambio en las batallas de la fe, al que los inquisidores tendrían que ajustarse tras su llegada.5


Aunque la hechicería y la brujería eran consideradas como herejías menores en el esquema metropolitano, en Cartagena, estas prácticas gozaron de gran popularidad entre los habitantes de la ciudad portuaria y sus alrededores y como consecuencia ocuparon un renglón importante entre las causas perseguidas por el Santo Oficio.6 Ambos fenómenos han sido ampliamente estudiados en el proceso de la Contrarreforma (1560-1648) y han sido analizados regionalmente desde perspectivas históricas y antropológicas.7 Algunos estudios muestran los esfuerzos de la Inquisición por implantar mecanismos de control particularmente sobre la población femenina, por su proclividad a las prácticas heréticas. Mientras que otros difieren de esta postura, argumentando que los procesos se basaban en las prácticas y no en el género de los practicantes, a pesar de los patrones de persecución que demuestran la mayoría de los casos.8


Los parámetros europeos de clasificación de la práctica, persecución y castigo de quienes incurrieran en supersticiones, maleficios, hechicería y brujería fueron establecidos de manera axiomática en el Malleus Maleficarum (1487) de Heinrich Kramer y Jacob Sprenger. Los subsecuentes manuales de penología y demonología europeos presentaron minuciosas descripciones sobre la naturaleza de las brujas, sus representaciones y las maneras de reconocerlas.9 La delgada línea que separaba la brujería de la hechicería radicaban en sus mecanismos de control de terceras partes y de sus objetivos. La hechicería era identificada con el uso de hechizos, pociones, oraciones paganas y prácticas supersticiosas (Sánchez Bohórquez 1:53). Mientras que la brujería estaba asociada con el uso de poderes psíquicos para causar heridas físicas, daño emocional o incluso la muerte (García Marín 210; Borja, Rostros y rastros 275). Sin embargo, la diferencia más notable entre una y otra categoría era la existencia explícita del pacto con el diablo, interacciones con demonios, realización de misas negras, etc., que agravaba la práctica de la brujería (Schlau, Gendered Crime 124). En esta característica también se encuentra una diferencia entre las prácticas individuales y las colegiadas. Reservando la hechicería para fines personales, mientras la brujería se asociaba con un trabajo de una comunidad en contra de alguien o de otro grupo (Ceballos Hechicería, brujería 86-90; Quyen tal haze 107-112). Sin embargo la identificación de los practicantes de hechicería y brujería y su proceso quedaba a discreción de los inquisidores (Splendiani 1:93; Schlau, Gendered Crime 8).


En el Nuevo Mundo, las medidas correctivas variaron de acuerdo con las condiciones geográficas y demográficas de cada virreinato (Splendiani 1:86; Pérez 111). En el análisis del panorama inquisitorial del mundo hispánico que Stacy Schlau presenta sobre las tres ramas Americanas del Santo Oficio español, enfatiza que los tribunales reflejaban las tendencias socio-culturales, religiosas y políticas de cada territorio y sus prácticas revelan las diferentes negociaciones de roles de género y las ideologías que se llevaban a cabo dependiendo de su jurisdicción (Gendered Crime 127). Además afirma que los casos de brujería y superstición dan cuenta de la vida diaria colonial, incluyendo las dinámicas públicas y privadas a través de los registros de amistades, enemistades y denuncias que se hacen frente al tribunal (Gendered Crime 146). Muchas de las practicantes eran principalmente mujeres del común y lo hacían para ganarse la vida, aunque las redes sociales que creaban involucraban a mujeres de todos los estratos socio-económicos, estados civiles y raciales.


En el caso del Tribunal de la Ciudad de México, Solange Alberro ha analizado las interrelaciones entre la Inquisición, sus funcionarios y los represivos mecanismos de control, y las vidas de los sujetos procesados, dando como resultado un extensivo estudio acerca de la manera en que la Inquisición modificaba y era modificada por las dinámicas sociales. En su análisis sobre la brujería Ruth Behar señala que estas prácticas funcionaban como fuente de poder femenino, a través de una inversión de la jerarquía basada en el género. Es decir que era a través del uso de un lenguaje simbólico de creencias y actos que las practicantes de brujería intentaban controlar a sus contrapartes masculinas que las dominaban (186). A pesar de que a través de los juicios inquisitoriales se trivializara esta fuente de poder femenino, al recurrir a ella las mujeres cuestionaban, aunque de manera poco fructífera, las estructuras de desigualdad (200-201). Más recientemente, Joan Cameron Bristol ha cuestionado hasta qué punto se desarrollaban este tipo de inversiones jerárquicas. Bristol indica que si bien la magia era usada por los afro-mexicanos para ganar autoridad sobre sus amos, es necesario preguntarse el tipo de autoridad de la que se trataba, ya que más allá de un deseo de dominación se encontraba una necesidad de seguridad. Es decir que además de los casos de venganza, los esclavos buscaban mejorar sus relaciones con sus amos. La magia se usaba directamente para controlar las acciones de otros, pero también para ganar el respeto de aquellos que los consultaban para cuestiones amorosas o de salud (169-170). En este sentido, para observar los alcances de las inversiones jerárquicas es necesario tener en cuenta los propósitos que cada practicante tuviera para entender las diferencias en las concepciones de dominación que cada caso presenta.


Factores como raza, género y estatus socio-económico también desempeñaron un papel principal en las persecuciones inquisitoriales del Tribunal limeño. Por ejemplo, María Emma Mannarelli ha estudiado la maneras en las que estas variables junto con la geografía andina y los recursos naturales influyeron en las prácticas y la persecución de la hechicería y la brujería en el siglo XVII. Claudia Brosseder analiza las maneras en que tanto desde perspectivas indígenas como españolas abordaban los conceptos de hechicería e idolatría, a través de los procesos de evangelización, modificando las prácticas religiosas andinas. Por su parte, Irene Silverblatt ha explorado cómo la raza y la burocracia convergían para mostrar las maneras en las que los mecanismos del miedo orientaban el control colonial y determinaban las acciones entre los habitantes locales y las autoridades coloniales. Estos estudios muestran hasta qué punto la Inquisición en el Nuevo Mundo, además de mantener la ortodoxia e intensificar el control social sobre los habitantes de sus jurisdicciones, también fraguó las relaciones extraoficiales que buscaban escaparse del ojo inquisitorial. Tanto el establecimiento inquisitorial novohispano como el peruano ejemplifican en parte las paradojas, obstáculos y concesiones que en Cartagena de Indias se tuvieron que hacer a partir del establecimiento del Santo Oficio.


En las últimas décadas, académicos colombianos como Jaime Borja, Anna María Splendiani, Adriana Maya Restrepo, Diana Luz Ceballos, Martha Lux Martelo y Ricardo Escobar Quevedo, entre otros, desde una perspectiva histórica, legal y antropológica han estudiado el fenómeno de la hechicería y de la brujería en el territorio de la Nueva Granada, en donde se asentaba el Tribunal del Santo Oficio de Cartagena de Indias. Más recientemente, Nicole von Germeten ha enfatizado el rol que la sexualidad, el honor y la violencia desempeñaban en las vidas de las mujeres en Cartagena a lo largo de los siglos XVII y XVIII.10 Estos académicos también han señalado la raza, el género, la posición social, y el estado civil como los principales problemas considerados en el Tribunal a la hora de dictar la sentencia, a parte de las declaraciones de los testigos y las pruebas que se tuvieran. Además, afirman que este tipo de persecución implicaba diferentes formas de marginalización femenina y su inherente contracara: los recursos que estas mujeres utilizaron para evadir o negociar los dictámenes inquisitoriales. A través de los diferentes análisis de estos autores, se muestra cómo la interacción de la población femenina colonial con las autoridades, los fenómenos sobrenaturales como brujería y hechicería, el discurso médico, el comercio y la doctrina religiosa determinaban la cotidianidad de los habitantes de este territorio.


Estos estudios dan cuenta de los cambios del campo de los estudios coloniales inquisitoriales, en donde el enfoque no solo se centra en narrativas o casos que exclusivamente hablan de resistencia y subversión de cara a las instituciones opresivas. En su lugar, la producción académica de las últimas décadas ha intentado desarrollar un análisis más complejo de las vidas de los sujetos coloniales, su interacción con las instituciones religiosas, políticas y sociales, y las intersecciones entre prácticas heterodoxas, economía y materialidad, presentando nuevas avenidas de discusión de los discursos coloniales regionales y transatlánticos.11 Tráfico de saberes participa de esos cambios en el contexto cartagenero de inicios del siglo XVII tomando como punto de partida el caso de doña Lorenzana de Acereto, procesada por hechicería y superstición, para develar algunas de las relaciones entre diversos sujetos, y rastrear cómo surgieron, se mantuvieron y colapsaron a través de la denuncia de sus participantes. Al observar las maneras en las que las mujeres que participaron de uno u otro modo en las prácticas de Acereto moldearon y fueron moldeadas por esas interacciones, se pueden ver las formas en las que las instituciones civiles y eclesiásticas funcionaban en Cartagena.


LOS INQUISIDORES


Una vez establecidos, los inquisidores Salcedo y Mañozca iniciaron sus tareas y, ya para el 30 de noviembre de 1610, tuvo lugar la lectura del edicto de fe en la catedral de la ciudad. Aunque Salcedo era mayor que Mañozca y había sido designado como el más antiguo, el joven Mañozca, caracterizado por su carácter fuerte, impuso sus opiniones en las decisiones del Tribunal. 12 Salcedo había sido fiscal en el Tribunal de Zaragoza, y Mañozca había servido brevemente en el Tribunal de Sevilla por algunos meses antes de embarcarse a su nuevo destino (Lynn 246-247). La experiencia de sus previas ocupaciones en España suponía un conocimiento del funcionamiento institucional y de sus mecanismos de control. Sin embargo, Salcedo y Mañozca tuvieron que redefinir paulatinamente la práctica de postulaciones utilizadas en la metrópolis, tales como las de los inquisidores Tomás de Torquemada a finales del siglo XVI o Fernando de Valdés de mediados del siglo XVI, debido a la diferencia demográfica y geográfica de la jurisdicción del Tribunal cartagenero.


Como indica Kimberly Lynn, los inquisidores españoles estuvieron motivados por una combinación entre carrerismo y compromiso ideológico, que variaba de manera individual dependiendo de los contextos en los que ejercieran sus carreras (3).13 El contraste de personalidades entre Salcedo y Mañozca fue visible dentro y fuera del Tribunal (Lynn 239, 241). Salcedo tenía una actitud conciliadora entre la colaboración de los reos con la Inquisición y sus delitos. Su actitud se presenta como un intento de adecuar las prácticas inquisitoriales al nuevo orden geográfico y social en Cartagena y sus alrededores.14 Mientras que Mañozca ha sido descrito como un arquetípico inquisidor ambicioso que amasaba poder en los tribunales coloniales y estaba motivado por enemistades, celos y avaricia, y se mostraba como un firme seguidor de las reformas tridentinas. Sus estrategias lo llevaron a ocupar un espacio en la Suprema y a ser nombrado arzobispo (Lynn 9-10; Phelan 243-44; Medina 101). A lo largo de su carrera, Mañozca aprendió a aprovecharse de la distancia de la monarquía, contextualizar los reportes de manera hábil, practicando un patrocinio estratégico y realizando impactantes celebraciones públicas (Lynn 46). Aunque Mañozca no tenía tanta experiencia en el ejercio inquisitorial como Salcedo, al salir de España pasó sus años de juventud en México, con su tío, Pedro Sáenz de Mañozca, quien fue secretario de la Inquisición. Allí recibió formación en la Universidad de México y en el Colegio de San Ildefonso y presenció el establecimiento del Tribunal novohispano y el primer auto de fe en 1596. Su estadía en México junto con sus estudios en Salamanca y las conexiones en palacio, con tan solo treinta años, lo llevaron a ser elegido como uno de los inquisidores en el tribunal cartagenero de Felipe III (Phelan 243-244; Escobar Quevedo 105-108; Lynn 243-245). 15 A pesar de ser más joven que su colega, mostró desde el inicio una inclinación hacia los castigos ejemplares, especialmente al enfrentarse a un contexto diferente de los que había experimentado en el pasado.


Como se observará en el tercer capítulo, la ubicación geográfica de la bahía de Cartagena hizo de esta ciudad un enclave principal de comercio lícito e ilícito entre España y los virreinatos del Perú y la Nueva Granada (Vidal Ortega 21 y 59).16 Al tener que enfrentarse a una diversidad de sujetos tanto para controlar como para coexistir, las estrategias empleadas en la península, para que las prácticas heterodoxas no incursionaran por medio de la inmigración o del contrabando, resultaron insuficientes en las Américas (Medina 123). En su proceso de ajuste al nuevo territorio colonial, Mañozca y Salcedo tuvieron que reacomodar las categorías existentes a las necesidades locales. Se enfrentaron a prácticas sociales, sexuales y religiosas diferentes a las estipuladas por la legislación inquisitorial peninsular, las cuales eran el resultado de una diversidad demográfica conformada por los pueblos indígenas y africanos, los colonizadores, y sus descendientes (Borja Inquisición, muerte 173; Splendiani 1:123-124). Entre estas prácticas la hechicería ocupaba un lugar privilegiado por la multiplicidad de influencias locales y transatlánticas que recibía. De acuerdo con el historiador Jaime Borja, la paradoja inquisitorial cartagenera implicaba dos posiciones bien distintas: “el fenómeno neogranadino consistía en la aparición de un cristianismo releído desde el aparato simbólico y religioso autóctono, mientras que los jueces y los inquisidores lo veían con las características europeas” (Rostros y rastros 275). Es decir que la brecha entre quienes juzgaban y quienes eran juzgados radicaba no solo en los diferentes medios y resultados de las prácticas, sino en la manera de denominarlas. Como consecuencia, se dio un cambio de paradigmas de castigo que obedecía a un cambio de prioridades de las instituciones españolas en el Nuevo Mundo, pues independientemente de que estuvieran o no estipuladas en los manuales y tratados, era necesario implementar medidas de control que frenaran las prácticas que implicaran cualquier tipo de desviación de la ortodoxia católica o de desorden social.


El número de reas que fueron procesadas por prácticas de hechicería, superstición, adivinación y brujería, durante las primeras décadas del Tribunal fue menor al que se observa en los juicios que se llevaron a cabo en el viejo continente, pero mayor al que se experimentó en los otros dos Tribunales americanos.17 La diferencia cuantitativa de los casos responde a diversos factores entre los que se encuentran el número de funcionarios con los que contaba el Tribunal cartagenero y las aproximaciones de los inquisidores a las disposiciones inquisitoriales sobre estos temas. Aunque se le asignaron dos inquisidores al nuevo Tribunal en Cartagena, el secretario cumplía las funciones de notario y escribano para reducir el capital humano español inquisitorial (Splendiani 1:125). Este hecho refleja la jerarquía menor que ocupaba esta nueva sede inquisitorial con respecto a Lima o México. A pesar de su ubicación portuaria y del flujo de inmigrantes que tenía, cubría una cantidad menor de territorio que sus homónimos.18 Sin embargo, en medidas de administración económica, de recaudo y hacienda seguían los mismos lineamientos de los otros tribunales, ya que las diligencias inquisitoriales eran financiadas en gran parte por los bienes y dineros confiscados a los reos en cumplimiento de la labor de proteger la práctica de la doctrina católica (Roncancio 218-20).


Por otra parte, los inquisidores tuvieron que enfrentarse a las luchas de poder con la élite colonial que surgieron con la creación del Tribunal en la ciudad portuaria. Hasta este momento, los clérigos y comisarios de la Iglesia local eran quienes estaban a cargo de las funciones relacionadas con la herejía. De forma tal que se vieron desplazados una vez se estableció esta tercera sede del Santo Oficio y reaccionaron de una manera negativa (Medina 130; Escobar Quevedo 107-108). Las disputas principales entre los diferentes funcionarios del gobierno como de la Iglesia eran por los cargos, la venta, distribución y explotación de la mano de obra indígena y esclava, por el oro, las mercancías y el lugar ocupado en las ceremonias (Garrido 467). Una de las más notorias rencillas es la que hubo entre Mañozca y el obispo Juan de Ladrada. Sus diferencias llegaron a tal punto que se construyó “una segunda puerta cerca al ábside de las iglesias para que cuando el obispo y el inquisidor salieran al mismo tiempo ninguno de los dos tuviese que cederle el paso al otro” (Splendiani 1:126). Para proteger su poder e influencia en la sociedad cartagenera y las poblaciones inscritas en su jurisdicción, la Iglesia no escatimó ninguna polémica de poder con la Inquisición, la cual implicaba una lucha económica y jerárquica (Lux Martelo 22). Como consecuencia, este tipo de conflictos jurisdiccionales y personales afectaron diferentes aspectos de la población cartagenera. Aunque la Suprema recibió quejas sobre el comportamiento de Mañozca y se le hizo un juicio en 1620 en Madrid, salió ileso y regresó a Cartagena conservando su posición (AHN, Inquisición, leg. 1009, fols. 67r y ss). Con la muerte de Salcedo, Mañozca quedó como el único inquisidor del Tribunal y una de las maneras de hacer un despliegue de su autoridad fue el auto de fe de 1622 (Lynn 256).


A este clima de inconformidad y disputas se le suma la falta de habitantes preparados para asumir funciones clericales, que los inquisidores debían suplir. Los funcionarios inquisitoriales se quejaban a la Suprema de “la falta de personas cultas para nombrar en tales cargos” (Splendiani 1:125). Resultaba difícil encontrar quienes cumplieran las condiciones requeridas por los funcionarios españoles, pues Cartagena no contaba con centros universitarios o religiosos como Lima o México. La carencia de personal apto para las funciones inquisitoriales explica la caracterización de “cosmopolita y provinciana” que recibió Cartagena de Indias a principios del siglo XVII (Vidal Ortega 33).19 Como resultado de este vacío educativo, los errores de fe en los que incurrían los religiosos fueron contemplados en un capítulo del edicto con el fin de prevenir interpretaciones erróneas de la doctrina y su trasmisión en las colonias por las carencias de formación de los religiosos coloniales.


Los cambios sociales, jurisdiccionales y políticos que trajo la presencia del Tribunal a Cartagena no se hicieron esperar. A través de la lectura del edicto de fe, el Tribunal del Santo Oficio estableció un último plazo de seis días para realizar confesiones y denuncias voluntarias de prácticas propias o ajenas que se alejaran de la ortodoxia y que fueran heréticas, bajo la promesa de absolución. Después de ese plazo, cualquier persona implicada en alguna de las actividades anunciadas en el edicto, sería considerado como sospechoso y por lo tanto procesado por la Inquisición (Splendiani 1:110; Crespo Vargas 87). Si bien este edicto invitaba a denunciar las prácticas no ortodoxas en las que se había incurrido en el pasado para ser absuelto, también se condenaban prácticas desconocidas para la población, debido a la diferencia demográfica y de costumbres, tales como las descripciones detalladas de las prácticas judaizantes (Splendiani 1:112). Es decir que el edicto de fe que se leía en las colonias era igual al de la península, aunque existieran fenómenos que estaban fuera de los marcos referenciales coloniales. La historiadora Diana Luz Ceballos explica la reacción de sorpresa e incomodidad por parte de la población cartagenera como consecuencia de no haber tenido en cuenta el cambio de escenario en el que los inquisidores debían practicar su oficio (Hechicería, brujería 53). Con el tiempo, los mecanismos de control se fueron adecuando gradualmente a estos territorios coloniales, dando como resultado una variación en las penas y castigos de las desviaciones de la fe, y una reconceptualización de categorías heréticas y de prácticas que se alejaban de la ortodoxia católica, que obedecían a los diferentes posicionamientos de los habitantes frente a los requerimientos inquisitoriales.


Entre los recursos que los inquisidores tenían para enfrentarse a su labor de inquirir se encuentra un manual en donde encontraban guías y respuestas conceptuales y procedimentales. El manual utilizado en Cartagena de Indias fue el del inquisidor general Fernando Valdés, de 1561, concebido como la herramienta para implantar la fe de manera correcta, corrigiendo y evitando las desviaciones de la doctrina católica y delimitando las características de un buen inquisidor (Splendiani 1:146-147; Lynn 28-29).20 Este manual se basaba en la versión de Francisco Peña de 1576 de El manual de inquisidores del dominico catalán Nicolau Eymeric de 1376 en Aviñón, impreso en Roma en 1576 (Borja Rostros y rastros 24).21 Los manuales posteriores evidenciaban cierta independencia de la Suprema, ya que debían mantener una relación más estrecha con las autoridades coloniales. Eran escritos en español en su mayoría, pero recurrían al latín cuando debían describir acciones de tipo sexual (Splendiani 1:93). El progresivo distanciamiento del modelo español evidencia la imposibilidad del cumplimiento de las órdenes metropolitanas por la diferencia de circunstancias a las que los inquisidores se debían enfrentar en el Nuevo Mundo dadas las particularidades de cada jurisdicción (Silverblatt 63-65).


Además de El manual de los inquisidores de Eymeric, de los tratados de hechicería y demonología que sirvieron de soporte teórico y práctico con los que Mañozca y Salcedo habían sido formados, la “Cartilla para procesar del Santo Oficio de la Inquisición de Cartagena de Indias” indicó qué preguntas hacer contemplando diferentes posibles respuestas de los declarantes. Esta cartilla expone los procesos ceremoniales que se debían seguir en las declaraciones y cómo era necesario dirigirse a los testigos y/o confesantes. Demuestra la necesidad de reunión y consenso de las autoridades inquisitoriales una vez las pruebas se habían reunido para proceder con la citación, encarcelamiento y tortura y sentencia de los reos. Cada proceso requería que cada acción fuera registrada y que los adelantos de los procesos fueran resumidos y actualizados cada vez que un hecho nuevo fuera registrado (conclusión del fiscal, ratificaciones, avisos). Se contemplaban las moniciones y la tortura cuando las respuestas no eran satisfactorias y se tenía conocimiento o se intuía la existencia de más información (“Cartilla” en Borja Inquisición, muerte 278). A través de las acciones de registro y lectura de los adelantos del proceso a los reos se pretendía obtener una relación “exacta” de los hechos (“Cartilla” en Borja Inquisición, muerte 281-295). Sin embargo, al seguir un sistema formulaico de interrogación en medio de circunstancias coactivas, era necesario tomar distancia de la “exactitud” de las palabras registradas para poder leer entre líneas las prácticas cotidianas heterodoxas de los habitantes de esta jurisdicción inquisitorial (Ceballos “Quyen tal haze” 43-44; Bristol 17; Jaffary 15). El manual y la cartilla funcionaron como las cartas de navegación iniciales de Mañozca y Salcedo, junto con sus estudios y su experiencia inquisitorial previa y proveyeron el vocabulario y una tipología básica para enfrentar los nuevos territorios. Sin embargo, en la práctica tuvieron que reformular las categorías y las penas de acuerdo a los reos en el contexto colonial cartagenero.


Desde la llegada de los inquisidores, la presencia del Tribunal implicó un adoctrinamiento que requería el conocimiento de la fe y una concientización de la vigilancia de las acciones propias y ajenas como una forma latente de controlar cualquier desviación de la ortodoxia católica. De manera que cada persona se convertía en vigilado y vigilante.22 En esta dinámica de vigilancia, la figura de los confesores, familiares y testigos adquirió un lugar protagónico en las dinámicas sociales, y su función se veía reflejada en los testimonios contra los reos. Estos roles sociales cobraron vital importancia al representar la puesta en práctica de los mecanismos disciplinarios en diferentes aspectos cotidianos de la ciudad portuaria. No obstante, la intrincada vida cotidiana cartagenera tenía su propio ritmo y, a pesar de las imposiciones metropolitanas, los habitantes “fueron re-contextualizando los espacios y produciendo realidades sociales y culturales nuevas, sin que por ello necesariamente se pusiera en peligro a las instituciones” (Lux Martelo xxix-xxxi).23 Como se observará en el tercer y cuarto capítulo, las dinámicas que se generan en las prácticas de hechicería descritas en el caso de Acereto reflejan una cotidianidad donde los espacios y relaciones son contingentes, móviles y dúctiles dependiendo de sus practicantes y de sus objetivos.


HECHICERÍA EN CARTAGENA DE INDIAS A INICIOS DEL SIGLO XVII


A partir del reporte del primer auto de fe, del domingo 2 de febrero de 1614, día de la Candelaria, se evidenciaron los lineamientos que los primeros inquisidores utilizarían para juzgar a los sujetos pertenecientes a su jurisdicción.24 Si bien el enfoque histórico se ha centrado en el estudio de autos subsecuentes por su diversidad casuística y demográfica, la relevancia de este primer auto de fe radica en que a pesar de la limitación de la información, se registra la fastuosidad inherente del carácter fundacional de este espectáculo público, protagonizado por veinte reos que aparecieron en cuerpo exhibiendo sus sentencias, de los treinta y seis casos que se procesaron.25 La puesta en escena de este acto inaugural de la nueva sede inquisitorial tenía como propósito impactar al pueblo cartagenero e instaurar el temor de ser procesado por esta institución. La novedad, la solemnidad y el despliegue visual de este evento se proponían demarcar los parámetros de conducta reprobados por la Iglesia y sus consecuentes castigos de manera ejemplarizante (Ceballos, “Ante las llamas” 133; Bennassar “Modelos” 86-93). Es decir que funcionaba a manera de ritual político para mostrarle a la población los preceptos tridentinos y los intereses de la monarquía española que debía seguir, y en territorios coloniales se estableció como una forma de legitimación imperial (Ortiz Canseco 19-21; López Parada 115-117; Cañeque 323). Aunque el auto de fe no restablecía la justicia, reactivaba el poder a través del exceso del espectáculo (Foucault Vigilar y castigar 54-55; Cañeque 329).


De acuerdo con la relación del auto de fe de 1614, de los procesados, diez fueron mujeres. De esas diez, seis recibieron cargos de hechicería y cuatro de reniego y blasfemia, mientras que solo dos hombres fueron acusados de hechicería y uno de brujería (Splendiani 4:121-139). En las primeras relaciones de causa se observa la delgada, pero decisoria, línea que separa la brujería de la hechicería, en donde el componente racial desempeñó un papel fundamental en el territorio colonial, y que fue más explícito en autos posteriores. Bajo la etiqueta de hechicería en este primer auto de fe se agruparon gran parte de las construcciones sociales que debían ser desmanteladas por la amenaza social que representaban las prácticas alternas a la fe católica para manipular voluntades ajenas y alterar las bases sociales coloniales.


Incluso antes del establecimiento del Tribunal, la categoría de bruja fue incluida en el vocabulario procesal casi exclusivamente para las mujeres de ascendencia africana, esclavas o libertas en el territorio neogranadino. La utilización de este vocablo se encuentra tanto en el auto contra las brujas y hechiceras en 1556 que dictó el arzobispo de Santafé, fray Juan de los Barrios, que es el mismo que dicta la sentencia de destierro para la negra hora Juana García en El Carnero (1638) de Juan Rodríguez Freile, como en un juicio ordinario en 1565 en Cartagena (Borja Rostros y rastros 277).26 La connotación racial de la brujería se mantuvo en el Tribunal cartagenero, especialmente en los autos de fe de 1622, 1627 y 1633.27 Durante los primeros cincuenta años del Tribunal cartagenero se juzgaron “dieciocho mujeres blancas, catorce de ellas peninsulares y las demás criollas, pertenecientes a distintos estamentos socio-económicos [...] dieciséis fueron juzgadas de hechicería, una de brujería y una de llevar prendas prohibidas” (Sánchez Bohórquez 1:210). En 1633, Elena de la Cruz fue la única mujer identificada dentro de la categoría racial de blanca que fue procesada por brujería (Borja Rostros y rastros 281). Las demás mujeres procesadas por hechicería eran africanas o afrodescendientes (Maya Restrepo Geografía Humana 105).28


A partir del análisis de las relaciones de causa de las seis mujeres procesadas por hechicería en 1614 se observan diferentes penas que les fueron impuestas para indagar hasta qué punto los castigos revelan las fluctuaciones dentro de la categoría misma de hechicería, que dependían no solo de los cargos, sino también del estatus social y racial de las reas. Como ya se ha mencionado, las relaciones de causa de María Ramírez, Isabel Noble, Francisca Mejía, doña Ana María de Olarriaga y doña Isabel de Carvajal son los únicos registros escritos que se preservan sobre estas mujeres, con excepción de doña Lorenzana de Acereto, de quien además se encuentra el caso completo. Estos documentos, al ser reportes oficiales, sumarios y formulaicos de los procesos inquisitoriales, ofrecen una mirada panorámica del medio burocrático que registraba los rasgos más sobresalientes de las confesiones de acusados y testigos en cada caso. Entre la información que se recopilaba se encuentran referencias al estado social de los reos, el resumen de los cargos que se les imputaban y de los testimonios que se registraban, y las sentencias que recibían, ofreciendo una radiografía del control inquisitorial sobre la población femenina a través de la persecución de la hechicería. Estos datos también reflejan las tendencias políticas y económicas de los tribunales inquisitoriales, y al mismo tiempo ayudaban a definirlas (Schlau Gendered crime 7). Además, esta información pasaba por el tamiz de escribanos y autoridades inquisitoriales antes de ser enviada al Consejo de la Suprema Inquisición, su destino metropolitano. De esta manera, los textos que conforman los repositorios legales coloniales reflejan la polifonía de voces que los componen y que estaban enmarcadas en los lineamientos formulaicos de cada caso, dando una sensación de veracidad (Premo 31-34; López Parada 108-109; Díaz y Quispe-Agnoli 5-8).


En estos documentos se observan los criterios de evaluación y la penalización que moldearon a la categoría de la hechicería practicada por mujeres durante los años de asentamiento del Tribunal cartagenero. Las sentencias resultantes de cada caso marcan la diferencia entre la espectacularidad ejemplificante del castigo físico y la privacidad que conceden las penas pecuniarias. Al comparar estas relaciones de causa emergen las tensiones entre los parámetros inquisitoriales metropolitanos y la multiplicidad de sujetos y prácticas coloniales, que hacen evidente la distancia entre la cotidianidad cartagenera y la literatura eclesiástica inquisitorial precedente —bulas, decretos, cartas, tratados inquisitoriales, de demonología y penología—.29 A la vez, estos documentos dan muestra, de manera figurada, de los ruidos que el tráfico de objetos y saberes generó en Cartagena y sus alrededores. La referencia auditiva de los intercambios encubiertos que se generaban en las prácticas de hechicería obedece a la descripción del vocablo toscano trafago: “ruido que se haze, mudando algunas cosas de una parte a otra o llevandolas de una parte a otra” (Covarrubias Letra T, fol. 50v). A partir de esta definición se percibe el eco que generó el ir y venir de los participantes en el registro de sus declaraciones, que se salían de las geografías, jerarquías y parámetros oficiales. Como resultado, el tráfico que se discute en este libro incluye las manifestaciones materiales, espaciales y económicas a las que los declarantes hacían referencia en cada audiencia.


Al tener en cuenta los datos de identificación de las reas —lugar de nacimiento, edad y estado civil— se hace necesario analizar la manera en que la interrelación entre su raza y estado social, junto con la situación geográfica de Cartagena, tendrían efectos en las sentencias inquisitoriales.30 Las seis reas eran residentes de Cartagena. Tres eran españolas, de las cuales dos fueron clasificadas como blancas y una mulata libre, otra era portuguesa y dos criollas. María Ramírez tenía 40 o 41 años, era natural de la villa de Lucerna, obispado de Córdoba, y estaba casada con un soldado del presidio de Cartagena (Splendiani 2:74, fol. 42r).31
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